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E l 4 de marzo de 2026, el Ejecutivo federal remitió
a la Cámara de Diputados una iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforman, adicionan

y derogan diversas disposiciones de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos en materia elec-
toral (Presidencia de la República, 2026). Si bien esta 
iniciativa fue finalmente desechada al no lograr los vo-
tos requeridos, su contenido da cuenta de la perspectiva 
preponderante en el gobierno de la Dra. Claudia Shein-
baum sobre el diseño y la lógica que deberían tener las 
instituciones electorales. 

El presente artículo analiza las modificaciones propuestas 
al régimen de fiscalización, concentrándose en identificar 
los efectos que éstas producirían, de haber sido aproba-
das, sobre la arquitectura institucional vigente, la capaci-
dad operativa del Instituto Nacional Electoral (INE) y los 
incentivos de cumplimiento de los actores políticos.

Para ello, el artículo se divide en tres apartados adicio-
nales a esta introducción. Primero, se expone el con-
tenido de la reforma y se contrasta con la legislación 
vigente, encontrando que la mayoría de las disposiciones 
que la iniciativa presenta como innovaciones constitucio-
nales en realidad ya operan en las leyes generales y en 
el Reglamento de Fiscalización vigentes. Posteriormente 
se reflexiona sobre los efectos institucionales que pro-
ducirían los cambios sustantivos y se concluye con una 
reflexión general sobre la propuesta. 

I. Contenido de la reforma y su
contraste con la legislación vigente

El entramado constitucional en materia de fiscalización 
es el resultado de reformas sucesivas que lo moldea-
ron desde un modelo rudimentario en 1993 que consistía 
en informes generales de gastos de campaña, hasta el 
actual sistema de auditoría concurrente, centralizada y 

que se realiza en tiempo real (Peschard y Pineda, 2024; 
Woldenberg et al., 2010). 

Casi siempre, las modificaciones respondieron a fallos 
específicos del sistema. Por ejemplo, los escándalos de 
Pemexgate y Amigos de Fox propiciaron la Unidad de Fis-
calización Autónoma en 2007 (Zavala Arredondo y Zertu-
che Muñoz, 2018) y el uso de monederos electrónicos de 
prepago (Monex y Soriana) en la elección de 2012 fortale-
ció el argumento de centralizar procesos de fiscalización 
en la reforma de 2014 (Ávila Ortiz, 2021, p. 26). 

De manera que el sistema actual de fiscalización se ha 
construido con base en la experiencia acumulada tras 
pruebas repetidas con la realidad, lo que le ha permitido 
alcanzar un alto nivel de detalle estratégico y operativo, 
por lo menos en lo que respecta a los recursos que circu-
lan dentro del sistema financiero formal. 

A partir de la revisión de la propuesta enviada por el Eje-
cutivo es posible identificar seis cambios específicos en el 
régimen de fiscalización. Para analizar cada modificación, 
resulta prudente primero compararlas con la normativa 
secundaria vigente a fin de diferenciar entre los cambios 
realmente novedosos y las disposiciones que simple-
mente se elevan a rango constitucional. Más adelante, en 
el siguiente apartado, se examinan de manera conjunta 
los posibles efectos derivados de estas modificaciones.

La primera modificación propuesta era la reducción de la 
base de cálculo del financiamiento público. Actualmente, 
el inciso a) de la fracción II del artículo 41 de la Constitu-
ción establece que el monto total se calcula multiplicando 
el número de ciudadanos inscritos en el padrón electoral 
por el 65% del valor diario de la Unidad de Medida y 
Actualización (UMA). La iniciativa cambiaba el valor por 
un 48.75%, lo que equivale a una reducción del 25% en 
el factor multiplicador constitucional. No obstante, man-
tenía igual la fórmula de distribución establecida en el 
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artículo 51 de la LGPP: 30% en partes iguales y 70% pro-
porcional al porcentaje de votos obtenido en la elección 
anterior de diputados. Aunque este cambio no modificaba 
en sí mismo la arquitectura de la fiscalización, resultaba 
relevante porque alteraba directamente la competitividad 
de los partidos políticos. 

La segunda modificación era la prohibición total de 
aportaciones en efectivo. La reforma establecía que 
toda contribución privada deberían realizarla personas 
físicas mexicanas, sin que pudiesen hacerse en efec-
tivo, canalizando los recursos mediante transferencia 
electrónica, SPEI o instrumentos financieros nominati-
vos. Cabe decir que la legislación vigente ya contem-
pla restricciones similares. Por ejemplo, el artículo 63 
de la Ley General de Partidos Políticos (LGPP) establece 
que los pagos superiores a 90 días de salario mínimo 
($28,353.6 pesos en 2026) deben efectuarse mediante 
cheque o transferencia electrónica, y el artículo 96 del 
Reglamento de Fiscalización (RF) exige la identificación 
plena de los aportantes. 

La tercera modificación proponía un reporte en “tiempo 
real” más estricto. A la fecha, el artículo 38 numeral 1 
del RF establece que los ingresos, egresos y operaciones 
financieras de partidos y candidaturas deberán ser repor-
tados dentro de los tres días posteriores a la operación. 
La reforma comprimía ese plazo a un día, lo cual repre-
sentaba un desafío operacional y logístico importante, 
especialmente si se considera que otra de las modifica-
ciones que proponía la reforma es la creación de listas 
de votación directa para las 200 diputaciones de repre-
sentación proporcional. Bajo el sistema vigente de listas 
cerradas, la fiscalización de la representación proporcio-
nal se integra en el gasto general del partido; bajo el 
modelo propuesto, cada candidatura que compitiera por 
el voto preferente generaría gastos individualizados, lo 
que aumentaría el universo de candidaturas que deberían 
fiscalizarse individualmente. 

La cuarta propuesta buscaba adicionar al artículo 41 
constitucional la obligación de reportar valores, divisas 
y activos digitales como parte del universo de opera-
ciones fiscalizables. Sin embargo, el RF ya gestiona 
estos conceptos bajo categorías contables generales. 
Por ejemplo, el artículo 19 define el flujo de efectivo 
incluyendo “equivalentes”, y el artículo 140 abarca en 
los gastos financieros los derivados del diferencial en 

compra y venta de divisas. La novedad residía en la 
mención constitucional explícita que podía traducirse en 
una posterior regulación secundaria específica para crip-
tomonedas y billeteras electrónicas.

La penúltima modificación elevaba a rango constitucional 
la coordinación de entidades de inteligencia financiera y 
de procuración de justicia con la autoridad electoral. No 
obstante, el artículo 221 de la Ley General de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales (LGIPE, 2025) y el 
artículo 58 de la LGPP (2025) ya facultan al INE para 
establecer convenios con la Secretaría de Hacienda, a 
través de la UIF, para prevenir y detectar el uso de recur-
sos de procedencia ilícita. Los artículos 343 a 348 del 
RF regulan con detalle los convenios de intercambio de 
información, de manera que la reforma no abonaba algo 
sustancialmente novedoso en este apartado. 

Finalmente, la iniciativa pretendía que la información 
recabada por el INE fuese confidencial, reservada para los 
procedimientos de fiscalización y sin que su alcance abar-
cara los registros de candidaturas. Es un elemento que 
no tiene correlato en la legislación secundaria vigente; 
por el contrario, la LGIPE y la jurisprudencia consolidada 
del TEPJF han sostenido que el incumplimiento grave de 
obligaciones de fiscalización (como la omisión de presen-
tar informes de ingresos y gastos) puede derivar en la 
cancelación del registro. 

De forma que el cotejo entre la iniciativa y la legisla-
ción vigente revela que sólo dos de los seis cambios 
que proponía eran sustantivos respecto del marco nor-
mativo actual. La mayoría de las propuestas ya operan 
con variaciones de formulación, pero no de sustancia, 
en la LGPP, la LGIPE y el Reglamento de Fiscalización. 
Si bien su posible elevación a rango constitucional tiene 
valor jurídico en sí mismo, en la práctica no transfor-
maba los instrumentos con los que la autoridad electo-
ral fiscaliza actualmente.

En cambio, la paradoja de la iniciativa es que sus compo-
nentes novedosos eran regresivos. Por un lado, la reduc-
ción de la fórmula de financiamiento público disminuía el 
universo de recursos formales disponible para los conten-
dientes. Por otro, la desvinculación entre los resultados 
de la fiscalización y el registro de candidaturas generaba 
incentivos perversos al incumplimiento de la norma, tal y 
como se desarrolla en el siguiente apartado. 
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II. Análisis de los efectos generales

En última instancia, el sistema de fiscalización opera 
como un mecanismo de incentivos. Las normas definen 
qué puede hacer la autoridad (capacidades), qué infor-
mación puede obtener (vigilancia) y qué ocurre cuando 
detecta una irregularidad (consecuencias). La eficacia 
depende del equilibrio entre estos tres componentes: 
un sistema con alta vigilancia pero bajas consecuencias 
genera la ilusión de control, sin modificar el comporta-
miento de los actores; uno con altas consecuencias pero 
baja capacidad operativa produce reglas inaplicables.

Tal y como estaba escrita, la reforma incrementaba el 
componente de vigilancia mediante disposiciones como 
la bancarización total y la inclusión de activos virtuales 
de forma explícita. Al tiempo que ponía en riesgo las 
capacidades con elementos como la obligatoriedad del 
reporte diario de operaciones. También menoscababa 
las consecuencias, al desaparecer la posibilidad de can-
celación de registro en caso de faltas graves en materia 
de fiscalización. 

El cambio del plazo de tres días a uno resultaba parti-
cularmente problemático, porque la Unidad Técnica de 
Fiscalización (UTF) no sólo recibe la información, sino 
que debe procesarla, cruzarla con bases de datos, verifi-
car en campo y generar expedientes que puedan derivar 
en procedimientos sancionatorios. En el marco actual de 
recortes presupuestales y con la propuesta adicional de 
aumentar el universo de candidaturas sujetas a fiscaliza-
ción individual (por las listas de votación directa en las 
diputaciones de representación proporcional), la capaci-
dad operativa real de fiscalización se habría enfrentado a 
un desafío que la propia reforma no preveía. 

Por otra parte, como ya se adelantó, el punto más sensi-
ble de la reforma en materia de fiscalización era la elimi-
nación de la cancelación de registro de candidaturas del 
catálogo de consecuencias. Esta posibilidad, ejercida en 
casos mediáticos como los de Félix Salgado Macedonio 
(TEPJF, 2021) y Raúl Morón (TEPJF, 2021), cuyas respec-
tivas candidaturas a gobernador fueron canceladas por el 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación por 
omisión en la entrega de informes de ingresos y gastos 
de precampaña, funcionaba como una de las sanciones 
más disuasivas. 

Al eliminar constitucionalmente la conexión entre fisca-
lización y registro, la reforma reducía las consecuencias 
del incumplimiento a multas económicas que, como se 
sabe, se pagan con el propio financiamiento público que 
reciben los partidos. De modo que la reforma alimentaba 
incentivos para que la falta se asumiera como un costo 
operativo ordinario, sin consecuencias políticas reales.

El efecto agregado de estas tres modificaciones ―más 
vigilancia, menos capacidad y menos consecuencias― 
configuraba lo que puede describirse como un modelo 
de alta visibilidad y baja disuasión. La autoridad habría 
sabido más sobre el origen formal del dinero, pero con 
menos herramientas para sancionar con eficacia el 
incumplimiento. Al tiempo que permanecía con las mis-
mas dificultades para vigilar los recursos ejercidos por 
fuera del sistema legal. 

Desde una lectura política, este diseño beneficiaba 
estructuralmente a los actores con mayor capacidad: los 
partidos grandes y las candidaturas con acceso a redes 
de financiamiento privado (legales o ilícitas). Estas fuer-
zas pueden internalizar las multas como un costo opera-
tivo ordinario, sin que les afecte su competitividad real. 

En contraste, los partidos pequeños, las candidaturas 
independientes y las emanadas de acciones afirmati-
vas (que ya enfrentan desventajas estructurales en la 
obtención de recursos) habrían sufrido un castigo doble. 
Por un lado, veían reducido el monto neto de su finan-
ciamiento público por la nueva fórmula constitucional y 
sin modificar la distribución 30-70% que de por sí los 
desfavorece. Por otro, habrían competido en un escena-
rio en el que la fiscalización no sirve como mecanismo 
nivelador capaz de castigar las ventajas obtenidas por 
la vía irregular.

III. Reflexiones finales

La mayoría de los cambios que proponía reforma cons-
titucional en materia electoral del 4 de marzo de 2026 
son valiosos en sí mismos, pero de poca relevancia prác-
tica porque la legislación actual ya contempla mecanis-
mos iguales o funcionalmente equivalentes, al punto que 
algunos parecieran más recursos narrativos que respues-
tas formales a las necesidades de mejora del sistema. 
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Como ya se mencionó, las propuestas sustanciales de la 
reforma resultaban regresivas y alarmantes, porque no 
parecían reconocer el creciente contexto de penetración 
del crimen organizado en los comicios (Acuerdo Nacional 
por la Integridad Electoral, 2024). A diferencia de otras 
reformas electorales, esta no dialogaba con la realidad 
actual del país, donde es cada vez más profunda la con-
tribución de recursos de procedencia ilícita en las campa-
ñas (Fernández et al., 2026). 

Los mecanismos que la reforma buscaba elevar a rango 
constitucional están diseñados para detectar flujos dentro 
de la economía formal, siendo que el dinero del crimen 
organizado no transita por cuentas bancarias ni genera 
comprobantes fiscales. De acuerdo con lo que han adver-
tido especialistas como Arturo Sánchez Gutiérrez y Janine 
Otálora, el problema central de la fiscalización electoral 
mexicana no es el dinero que entra al sistema financiero, 
sino el movimiento de recursos que nunca ingresa a él 
(Ugalde y Hernández Quintana, 2020). 

La iniciativa no ordenaba la creación de protocolos de 
alerta temprana para candidaturas en zonas de alto 
riesgo. Tampoco fortalecía la capacidad de investiga-
ción territorial del INE, ni vinculaba la intervención de la 
Fiscalía Especializada en Materia de Delitos Electorales 

con los hallazgos de fiscalización, además de que omitía 
establecer consecuencias electorales específicas ante la 
acreditación de financiamiento criminal. 

Bajo el diseño propuesto, el sistema carecía de instru-
mentos para prevenir y revertir la captura del cargo 
público por candidaturas financiadas con recursos ilíci-
tos. La combinación de alta tolerancia al incumplimiento 
con ausencia de mecanismos contra el financiamiento 
criminal reducía el costo esperado de la ilegalidad en la 
contienda democrática y alimentaba incentivos perver-
sos. Esta reforma dejaba sin atender un vacío urgente: 
cómo fiscalizar eficazmente un sistema electoral donde el 
dinero que más distorsiona la competencia es, por defi-
nición, el que nunca ingresa al circuito que la reforma 
pretende vigilar. 

En las futuras discusiones legislativas es fundamental 
recordar que las reformas electorales que han mol-
deado el sistema de fiscalización en México han res-
pondido a fallos concretos. En cada una, el diagnóstico 
precedió al diseño y la solución se calibró al problema. 
La iniciativa de 2026 rompe esa tradición y parece 
seguir una lógica de austeridad indiscriminada que, 
en los hechos, habría consolidado el actual balance de 
fuerzas partidistas.




